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UNIÓN MARITAL DE HECHO/ SOCIEDAD PATRIMONIAL DE HECHO- Presupuestos legales para su existencia / DECLARATORIA JUDICIAL DE LA UNIÓN MARITAL DE HECHO – Requisito sine qua non para establecer la disolución de la sociedad patrimonial de hecho.
PROCESO DE EXISTENCIA DE UNIÓN MARITAL  Y DISOLUCIÓN DE SOCIEDAD PATRIMONIAL DE HECHO – El poder otorgado para solicitar la disolución de la sociedad patrimonial de hecho se entiende extendido para impetrar también la declaratoria de existencia de dicha sociedad. 
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-----------------------

I. ASUNTO A DECIDIR

Revisa la Sala, por vía de apelación interpuesta por Maribel Charrys Salcedo, la sentencia proferida el 19 de diciembre de 2011 por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Pivijay, Magdalena, en el proceso ordinario de existencia de unión marital  y disolución de sociedad patrimonial de hecho, promovido por Antonio José Avendaño Ternera  en contra de la recurrente.
II.
ANTECEDENTES

2.1. LA DEMANDA

El citado actor solicitó se declare la existencia y posterior disolución de la sociedad patrimonial que formó con la demandada desde el 15 de noviembre del 2006 hasta el 12 de marzo de 2009, en virtud de la unión marital de hecho que sostuvieron  de manera continua e ininterrumpida dentro de esos límites temporales. Agregó que dentro de esa relación no se procrearon hijos, pero se constituyó dicha sociedad  al interior de la cual se adquirió el bien inmueble que describió, y que la causa de su terminación fue porque la demandada lo abandonó. 

2.2. TRÁMITE PROCESAL

La demanda fue admitida mediante auto proferido el 04 de febrero de 2010, en el que se dispuso darle el trámite correspondiente, una vez notificada  la demandada del auto que así lo ordenó, en oportunidad respondió el libelo incoatorio aceptando haber sostenido con el actor “ayuntamiento sexual”, que calificó como ocasional, pero no unión marital de hecho, la que según sostuvo no se podría formar entre ellos porque él vive bajo el mismo techo con otra señora. Y formuló como excepción de mérito la que denominó “Falta de Poder para demandar”, al estimarlo insuficiente para iniciar este proceso habida cuenta que en dicho memorial se lee: “para que en mi nombre y representación inicie el trámite de disolución y liquidación de sociedad marital de hecho…”

Dentro de la audiencia dispuesta en el artículo 101 del código de enjuiciamiento civil, en la etapa de saneamiento del proceso, el demandante manifestó que concedía poder a un profesional del derecho y ampliaba el mismo para que  “tramite la Existencia, Disolución y Liquidación de la Sociedad Marital de hecho,…”.
Agotadas las etapas procesales de rigor, con intervención de la parte demandante quien presentó alegatos de conclusión, pidiendo se declaren las pretensiones invocadas en la demanda,  se definió la instancia. 
2.3. SENTENCIA
El fallo se emitió el 19 de diciembre de 2011, declarando la existencia de la unión marital de hecho, y a renglón seguido la disolución de la sociedad patrimonial producto de esa relación, y se ordenó la liquidación de la misma.
2.4. DEL RECURSO
No conforme con la decisión, la demandada presentó recurso de apelación contra ella; luego de concedido, fue remitido el expediente a esta Corporación, y agotado el trámite ante esta instancia sin intervención de las partes, se decidirá lo pertinente pues no se observa causal que conduzca a retrotraer lo actuado a etapa anterior, y los presupuestos procesales se satisfacen. 
III. CONSIDERACIONES

3.1. La inconformidad medular de la apelante radica en que la sentencia dejó de resolver la excepción que propuso denominada “falta de poder para demandar”, la que  según su parecer se estructura “toda vez que de conformidad con el contenido del poder anexo a la demanda, éste no es suficiente para demandar la Existencia de la sociedad, ya que el mismo fue conferido para iniciar el trámite de “…disolución y liquidación de la sociedad marital de hecho”, y no para demandar la existencia de la sociedad”.
Para resolver el asunto, ilustra recordar que la ley 54 de 1990 hizo reconocimiento legal a la llamada hasta entonces unión concubinaria, a la que denominó unión marital de hecho, y la definió como “la formada entre un hombre y un mujer, que sin estar casados, hacen una comunidad de vida permanente y singular”, y a quienes la conforman los llamó compañeros permanentes, pero además de esa institución creó otra de contenido económico que se forma como consecuencia de la primera,  a la que le asignó el nombre de  “sociedad patrimonial de hecho”, cuya existencia se presume cuando se dan los presupuestos establecidos en el artículo 2 de esa norma, con las modificaciones hechas por el 1º  de la ley 979 de 2005, y que según la jurisprudencia de la Sala de Casación Civil de la Honorable Corte Suprema de Justicia, son: i) que haya una unión marital entre un hombre y una mujer que no están casados entre sí, con o sin impedimento legal para contraer matrimonio ii) que si existe impedimento legal para contraer matrimonio, la sociedad o sociedades conyugales anteriores, hayan sido disueltas; iii) un término de duración de esa unión no inferior a dos años y iv) que se haya adquirido dentro de la unión marital un patrimonio o capital producto del trabajo, ayuda y socorro mutuo de los compañeros permanentes.
Ahora, por sentencia judicial se puede declarar la unión marital al igual que la disolución de la sociedad patrimonial, según se consagra en las leyes mencionadas, siendo lógico que si se pretende que por esta vía se haga pronunciamiento sobre la última, y la primera no ha sido reconocida por otro medio de los dispuestos en la legislación, se imponga al juez que  previamente se pronuncie sobre la unión, toda vez que su reconocimiento viene a ser  requisito sine qua non para establecer la existencia de la segunda.
Luego del breve recuento normativo sobre el tema, adentrándonos en el asunto que se nos plantea, a juicio de la Sala de la lectura del poder es incuestionable que el mismo fue otorgado por el actor para adelantar el proceso que aquí se ventiló, el que compagina con el texto de la demanda, donde se pretende la declaratoria de la sociedad “patrimonial” habida entre los litigantes. Como también es claro que la demandada entendió el objetivo que perseguía el demandante al presentar el libelo genitor, es decir que su intención era que se reconociera que entre ellos había existido unión marital de hecho de la que surgió sociedad patrimonial, y por ende se declarara la existencia y disolución de ésta, teniendo en consideración que aquella cuando confirió el  poder a un mandatario judicial lo hizo  para hacerse representar en este asunto y no en ningún otro, al decir:

“para que en mi nombre y representación conteste la demanda de Existencia y Disolución de Sociedad Patrimonial de Hecho instaurada en mi contra por el señor ANTONIO JOSE AVENDAÑO TERNERA”

Así las cosas, la excepción formulada por el extremo pasivo está llamada al fracaso, por cuanto el camino surtido en el sub júdice es el  adecuado; conforme a lo delineado en las pretensiones de la demanda y los supuestos fácticos que le sirven de apoyo, resultando intrascendente que se hubiese plasmado en el poder que se diera trámite a la “disolución y liquidación de sociedad marital de hecho”, en vez de utilizar el término “patrimonial” que es el correcto. No debe perderse de vista que “el objeto de los procedimientos es la efectividad de los derechos reconocidos por la ley sustancial.”.

Por otra parte, juzga el recurrente que si se hubiesen escuchado los testigos solicitados por él, “se habría desvirtuado la pretensión de la demanda”, y se duele de que aunque dichas declaraciones fueron ordenadas “jamás se citó a los mismos para que concurrieran al despacho,”.

Olvida el quejoso que la citación incumbe a la parte interesada, quiere decir, a quien pide la prueba, según se predica del artículo 224 del estatuto de los ritos civiles, desde luego que a voces del mencionado canon sí era posible convocar a los testigos mediante telegrama o boleta de citación, pero en el evento en que “la parte que solicitó la prueba lo requiera,…” y en el plenario se echa de menos esa petición, y contrario sensu, lo que se aprecia es que el juez amplió el período probatorio
 a fin de escuchar las deponencias decretadas a ruego de las partes, y pese a ello, no logró la comparecencia de los solicitados por el extremo pasivo. Al respecto ha dicho la Sala Civil del Tribunal de Bogotá:
“4. Empero, cuando de la inasistencia del testigo a la audiencia se trata y la parte comprometida a citarlo no lo hace, ni solicita al secretario la citación mediante telegrama, si bien es cierto no es posible sancionarlo a falta de citación en la forma advertida, también lo es que ello no obliga al Juez a citarlo a fin de que rinda declaración en una nueva audiencia. 5. La anterior conclusión no es producto de una interpretación restrictiva de las normas en cita, porque aplicando el principio de preclusión de los actos procesales, no ofrece duda que en estas circunstancias la oportunidad para recibir testimonios concluyó, sin que pueda decirse, entonces, que con ello se vulnera el derecho a probar los supuestos fácticos sobre los cuales se edifican las pretensiones y excepciones.”

Entonces teniendo en cuenta las premisas expuestas, que guardan armonía con lo dispuesto en el artículo 177 ejusdem sobre la carga de la prueba que recae en quien pretende “probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”, es palmario concluir que no resulta atendible la crítica de la recurrente en el  punto referido.
De otra parte, la apelante arremete contra lo dicho por los testigos Cabas López y Samper De La Hoz, acerca de la unión marital de la pareja en litigio, pues según su aserto, esas declaraciones contradicen lo plasmado en el contrato de compraventa aportado al dossier por el último de los citados, en vista de que allí se consigna que el estado civil de la compradora Maribel Charrys es soltera y que el pago del precio de venta fue recibido de manos de ésta y no del demandante, como dice en su declaración el último de los citados.  Veamos:
A Jaime Augusto Cabas López se le preguntó si conocía a las partes en contienda y respondió:  “Si los conozco, el primero, lo conozco hace más de diez (10) años, por que (sic) el era ebanista y yo siempre llegada (sic) a su casa a averiguar por trabajos, y a la segunda, ósea (sic) la señora MARIBEL, hace unos cuatro (4) años, producto de la unión de ella con el señor ANTONIO AVENDAÑO, por cuanto tenían un negocio de venta de cervezas (cantina), ubicada en la carrera 14 con calle 15 esquina, de esta localidad, la casa donde ellos convivían quedaba al frente de dicho negocio.” Luego sostuvo que le constaba que vivieron en unión marital de hecho, y que en el año 2007 estando viviendo juntos él colaboró en la elaboración del documento contentivo de la venta de un lote que hizo Joaquín Samper a nombre de Maribel, donde trasladaron el negocio que mencionó e “hicieron una pieza para ellos convivir… hasta principios del año 2009”, en que se separaron.
Y Joaquín Antonio Samper De La Hoz expuso: “Ellos fueron marido y mujer desde finales de 2006, eso lo sé, porque cuando yo hice un negocio con ANTONIO AVENDAÑO, a principio de 2007, ya estaban conviviendo, la terminación de dicha relación no recuerdo, se que fue como a los dos (2) años de realizado el negocio de mi persona con ANTONIO AVENDAÑO, el negocio que nosotros hicimos fue que yo el día 14 de enero de 2007, le vendí un lote de terreno, …quien convivía con la señora MARIBEL CHARRIS” Dijo además, que quien elaboró el contrato fue Jaime Cabas, “que fue la persona a quien yo le manifesté que estaba vendiendo el lote de terreno, y me consiguió como comprador al señor ANTONIO AVENDAÑO”.
Vemos como las versiones rendidas por los testigos citados a ruego de la parte demandante, dan cuenta de la unión marital y la consecuente sociedad patrimonial de hecho entre los litigantes, y que la misma perduró por espacio de más de tres años, pues manifestaron que les consta que la pareja compartió el mismo techo en el municipio de Pivijay, desde el año 2006 hasta el 2009, en que se separaron, y aunque no dan muchos detalles sobre circunstancias relacionadas con el desarrollo de la convivencia y la separación de los litigantes,  se ofrecen  responsivos y coincidentes habida cuenta que dieron razón del sitio en que vivieron Antonio José Avendaño y Maribel Charris en calidad de compañeros permanentes, y por provenir de testigos presenciales, gozan de valor probatorio, sin que tenga fuerza para demeritar sus dichos el hecho que en la escritura se haya consignado que el  estado civil de la demandada era el de soltera, habida cuenta de la diversidad de criterios en  la doctrina y la jurisprudencia desde la entrada en vigencia de la Ley 54, en relación a que si la unión marital de hecho constituía estado civil diferente al de soltero o casado,  aspecto que sólo vino a unificar la Sala de Casación Civil de la Honorable Corte Suprema  hasta el año 2008, donde reconoció dicha condición. Dijo  en sentencia del 11 de marzo de 2009: 

“En efecto, el artículo 1º de la Ley 54 de 1990, desde su vigencia, reconoció la unión marital de hecho “para todos los efectos civiles”, sin consagrar distinción o excepción alguna, por lo cual, incluye el estado civil, acatándose así la exigencia de suasignación legal y la calificación de los actos, hechos o providencias de los cuales deriva, tanto cuanto más, por la consagración de sus requisitos objetivos, la conformación de una familia por los compañeros permanentes (artículo 42, inciso 1º Constitución Política), la comunidad de vida estable y singular generatriz de derechos y obligaciones similares a los de la pareja matrimonial. De donde lo precisó la Sala, viendo “en la unión un núcleo familiar, pues que la convivencia y la cohabitación no tienen por resultado otra cosa. La pareja se une y hace vida marital.  Al punto ha dicho la Corte que la ley 54 ‘conlleva el reconocimiento legal de un núcleo familiar, con las obligaciones y derechos que de él dimanan’ (Corte Suprema de Justicia, auto de 16 de septiembre de 1992). ‘El Estado entiende así que tutelando el interés familiar tutela su propio interés y que del fortalecimiento de la familia depende en gran parte su suerte’” (cas. civ. sentencia de 10 de septiembre de 2003, exp. 7603), “la realidad social llevó al legislador a ocuparse frontalmente de esa especie de relación de pareja y fue así como expidió la Ley 54 de 1990, en la que reconoció la unión marital de hecho como institución jurídica a la que, entre otros efectos, le asignó unos de carácter patrimonial” (cas. civ. sentencia 27 de junio de 2005, exp. 7188).

Por esto, la Corte, recientemente rectificó la doctrina sostenida antaño por mayoría que desestimaba el estado civil originado en la unión marital de hecho (Autos A-266-2001, 28 de noviembre de 2001, exp. 0096-01; A-247-2004, 10 de noviembre de 2004, exp. 0073-00, A-179-2005, exp. 00042-01, A-028-2006, 30 de  enero de 2006, exp. 01595-00, A-081-2006, 21 de marzo de 2006, exp. 11001-02-03-000-2005-01672-00, entre otros), puntualizando los cambios normativos “que tienden a darle a la unión marital de hecho un tratamiento jurídico equiparable o semejante al del matrimonio”, por ejemplo, “la Ley 1060 de 2006, mediante la cual se introdujeron importantes reformas al Código Civil, reputa como hijo de los cónyuges o compañeros permanentes, al que es concebido durante el matrimonio o durante la unión marital de hecho o al que nace después de expirados los ciento ochenta días subsiguientes a la celebración de aquél o a la declaración de ésta”, la eficacia legal de la declaración formal por mutuo consenso expresado ante notario o en conciliación para conformarla (Leyes 640 de 2001, artículo 40, numeral 3º y 979 de 2005, artículo 4º, numerales 1º y 2º), la regulación de los derechos y obligaciones derivados de la sociedad patrimonial, su reconocimiento legislativo “para todos los efectos civiles”, el surgimiento de la familia ex artículo 42 de la Constitución Política “por vínculos naturales o jurídicos”, matrimonio o “voluntad responsable de conformarla”, la igualdad de trato a ambas formas de constituirla, los derechos y deberes personales inmanentes a la comunidad de vida permanente y singular, por todo lo cual, “así como el matrimonio origina el estado civil de casado, la unión marital de hecho también genera el de ‘compañero o compañera permanente’” y si bien no la ley no la “designa expresamente (…) ‘como un estado civil’”, tampoco “lo hace con ningún otro, simplemente los enuncia, aunque no limitativamente”, imponiendo el deber de registrar “los demás ‘hechos, actos y providencias judiciales o administrativas relacionadas con el estado civil’”, en todo caso, “distintos, a los que menciona” (Auto de 17 de junio de 2008, exp. C-0500131100062004-00205-01).

Tampoco le quita eficacia probatoria a los testimonios el haberse plasmado en el aludido documento que el precio de venta se recibió de la demandada y no del demandante, pues ninguna incidencia tiene para restarle credibilidad a sus relatos en punto al vínculo existente entre ellos.
Entonces, recapitulando, tenemos que de la prueba recaudada se colige que la pareja vivió en unión marital de hecho por un lapso superior a tres años, tal como se indicó en la demanda,  porque los testigos dan fe de la convivencia en el municipio de Pivijay, Magadalena por ese espacio de tiempo.
En consecuencia,  imperativo resultaba aplicar la presunción de existencia de sociedad patrimonial entre los citados, declarar su disolución y ordenar su liquidación tal como procedió el Señor Juez del conocimiento; razones suficientes para confirmar el fallo confutado.
Las costas en esta instancia a cargo de la recurrente al resultar vencida en juicio, y a favor de su contraparte, conforme a lo dispuesto en el artículo 392 del Estatuto Procesal Civil. Para el efecto se fijan las agencias en derecho en cuantía equivalente a dos salarios mínimos mensuales vigentes, acorde a lo establecido en el Acuerdo No 2222 de 2003, artículo primero, parágrafo primero, que modificó el sexto del Acuerdo No 1887 del mismo año, ambos emitidos por el Consejo Superior de la Judicatura.

IV. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Marta, Sala de Decisión Civil - Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia del 19 de diciembre de 2011 proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Pivijay, Magdalena, en el proceso ordinario de existencia de la unión marital y consecuente disolución de la sociedad patrimonial de hecho y liquidación de la misma, promovida por Antonio José Avendaño Ternera frente a Maribel Charrys Salcedo.

Las costas en esta instancia a cargo de la apelante y a favor de su contraparte, liquídense por la Secretaría de la Sala. Para el efecto se fijan las agencias en derecho en cuantía equivalente a dos salarios mínimos mensuales vigentes.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE

Los Magistrados,

MARTHA ISABEL MERCADO RODRÍGUEZ

ALBERTO DE JESÚS RODRÍGUEZ AKLE

TULIA CRISTINA ROJAS ASMAR
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� Tribunal Superior de Bogotá, Sala Civil, auto del 29 de junio de 2004. M.P. José Elio Fonseca Melo.
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